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Con fecha 17 de Agosto de 2023 se publicó en el Diario Oficial la Ley N° 21.595, 

de Delitos Económicos, que, en síntesis, sistematiza los delitos de naturaleza económica  
y atentados contra el medio ambiente, regula las penas y consecuencias adicionales 
aplicables a las personas responsables de estos delitos reformando, perfecciona el 
régimen de responsabilidad penal de personas jurídicas y modifica diversos cuerpos 
legales para perfeccionar y complementar su normativa en el ámbito del Derecho Penal 
Económico. 

 
En atención a la incidencia que esta nueva normativa pueda tener en el quehacer 

de esta Casa de Estudios, esta Contraloría Universitaria informa a sus diferentes 
organismos los aspectos más relevantes de la misma. 

 
I. Nuevo estatuto jurídico para los Delitos Económicos 

 
La nueva legislación, amplia extensamente el catálogo de Delitos Económicos, los 

que se sistematizan en cuatro categorías a fin de hacer aplicable un estatuto diferenciado 
de penas. 

 
1. De acuerdo al artículo 1°, la primera categoría la constituyen los delitos que tienen 

el carácter de económicos en toda circunstancia, previstos en diferentes 

disposiciones legales tales como la ley de mercado de valores, de la libre 
competencia, de bancos, de compañías de seguros, de sociedades anónimas y de 
bolsa de comercio, figuras de fraudes y exacciones ilegales, de cohecho, delitos 
concursales y defraudaciones, tipificados en el Código Penal, así como otros 
referidos a la corrupción en el ámbito privado. 

 
2. El artículo 2° establece la segunda categoría, compuesta por un amplio listado de 

delitos que se consideran económicos cuando han sido perpetrados por un sujeto 
en ejercicio de un cargo, función o posición en una empresa, o cuando lo fuere 
en beneficio económico o de otra naturaleza para una empresa, por ejemplo, 

los delitos bancarios, aduaneros y medioambientales, contra monumentos 
nacionales, la estafa y la administración desleal, los contenidos en el Código de 
Aguas, de Minería, entre otros. 

 
3. El artículo 3 de la ley en comento señala la tercera categoría de esta clase de delitos, 

integrada por un listado de delitos previstos en disposiciones especiales, siempre 
que en la perpetración del hecho hubiere intervenido algún sujeto en ejercicio 
de un cargo, función o posición en una empresa, o cuando el hecho fuere 
perpetrado en beneficio económico o de otra naturaleza para una empresa.  
En esta categoría se encuentran los delitos de fraude al fisco, malversación de 



UNIVERSIDAD DE CHILE 

CONTRALORÍA 

 

caudales públicos, cohecho y soborno, aportes indebidos a campañas políticas, 
falsificación de documentos públicos y el nuevo delito de revelación de secretos 
profesionales para obtener beneficios. 
 

4. El artículo 4 indica la cuarta categoría de delitos económicos, configurada por los 
delitos de receptación, lavado y blanqueo de activos, cuando los hechos de los 
que provienen las especies, además de ser constitutivos de los delitos a que 
se refieren los artículos citados precedentemente, sean: (1) considerados 
como delitos económicos conforme al artículo 1; (2) considerados como 
delitos económicos conforme a los artículos 2 o 3; y (3) constitutivos de 
alguno de los delitos señalados en los artículos 2 y 3, siempre que la 
receptación de bienes o el lavado o blanqueo de activos fueren perpetrados 
en ejercicio de un cargo, función o posición en una empresa, o cuando lo 
fueren en beneficio económico o de otra naturaleza para una empresa. 

 

 
II. Revisión al sistema general de penas. 

 
La ley en comento incorpora en el Título II, artículos 8 y siguientes, la aplicación de 

un estatuto sancionatorio especial para las personas responsables de los Delitos 
Económicos. 

Dentro de estas disposiciones se destaca lo siguiente:  
 
1. El artículo 30 establece que junto con la imposición de las penas principales que 

corresponda, el tribunal deberá imponer todas las inhabilitaciones que siguen respecto 
de todo condenado por un delito económico y que, si la ley que describe el hecho 
punible le asignare una pena de inhabilitación de otra naturaleza, o si ella fuera 
procedente de conformidad con los artículos 28 y 29 del Código Penal, el tribunal 
deberá imponerlas junto con las inhabilitaciones previstas en este Párrafo. 

 

2. Se establecen inhabilidades especiales para el condenado por un delito económico, 
siendo éstas la inhabilitación para el ejercicio de una función o cargo público, 
inhabilitación para el ejercicio de cargos gerenciales, e inhabilitación para contratar con 
el Estado (artículos 30, 31, 32 y 33). 
 

3. Respecto a la inhabilitación para el ejercicio de una función o cargo público, el artículo 
31 establece que “(l)a inhabilitación para el ejercicio de una función o cargo público 
produce el efecto previsto en los números 1° y 3° del artículo 38 del Código Penal, por 
la extensión que corresponda. De ser aplicable, el tribunal deberá imponer la 
inhabilitación en la extensión dispuesta en el artículo 28 del Código Penal. En caso 
contrario, el tribunal la impondrá en la extensión resultante de la aplicación de los 
artículos 34 y 35 de esta ley.” 

 
4. Respecto de la inhabilitación para contratar con el Estado, el artículo 33 de la ley en 

comento, establece que esta inhabilidad  “(…) impide al condenado contratar con 
cualquiera de sus órganos o servicios reconocidos por la Constitución Política de la 
República o creados por ley, con cualquiera de los órganos o empresas públicas que 
conforme a la ley constituyen al Estado y con las empresas o sociedad des en las que 
el Estado participe con al menos la mitad de las acciones que comprenden su capital, 
de los derechos sociales o de los derechos de administración. 
 
Esta inhabilitación produce también la extinción de pleno derecho de los efectos de 
los actos y contratos que el Estado haya celebrado con el condenado y que se 

encuentren vigentes en el momento de la condena. 
 
La inhabilitación no comprende los actos y contratos relativos a las prestaciones 
personales de salud previsional o seguridad social, ni los servicios básicos que el 
Estado ofrece indiscriminadamente a la población. 
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Si se impusiere la inhabilitación para contratar con el Estado a una persona natural, 
ninguna sociedad, fundación o corporación en la que el condenado fuere directa o 
indirectamente socio, accionista, miembro o partícipe con poder de influir en la 
administración podrá contratar con el Estado mientras el condenado mantenga su 
participación en ella. 
 
La inhabilitación regirá a contar de la fecha en que la resolución se encuentre 
ejecutoriada. El tribunal comunicará tal circunstancia a la Dirección de Compras y 
Contratación Pública.” 

 
5. Ni la multa ni las prohibiciones e inhabilitaciones podrán ser sustituidas. 

 
6. En cuanto a la extensión de estas inhabilitaciones, el artículo 34 establece que tendrán 

una extensión de entre 3 y 10 años. La inhabilitación para contratar con el Estado podrá 
imponerse a perpetuidad. 
 

 
 

III. Establecimiento de un sistema de responsabilidad penal ambiental. 

 
La iniciativa incluye un nuevo Párrafo 13 al Título VI del Libro II del Código Penal, 

denominado “Atentados contra el medio ambiente”. 
 
El nuevo párrafo incluye los artículos 305 a 312 al Código referido, que regulan 

exhaustivamente tanto figuras penales de contaminación como de daño medioambiental, 
a través de un sistema que funcionará de forma coordinada con la regulación 
administrativa ambiental para su fortalecimiento. 

 
En este aspecto, los cambios normativos contemplados en esta ley constituyen 

modificaciones relevantes a considerar en materia ambiental respecto a los riesgos 
jurídicos que deben tener presentes las empresas que tengan ejecuten o desarrollen 
proyectos, o bien, que actualmente se encuentren siendo regulados por algún instrumento 
de gestión ambiental. 

 
 

IV. Modificaciones a la ley N° 20.393, que establece la Responsabilidad Penal de 
las Personas Jurídicas 
 
En cuanto a la responsabilidad penal de las personas jurídicas, la ley en estudio 

mediante su artículo 50 modifica la ley N° 20.393 sobre la materia. 
 
Las principales modificaciones, en lo pertinente a este instructivo, son las 

siguientes: 
 

1. Se sustituye el artículo 1° de la citada ley N° 20.393, incorporando los delitos 
económicos como delitos por los cuales la persona jurídica responde penalmente 
conforme a dicha ley.   
 

2. Asimismo, esta ley sustituye el artículo 2° ampliando el ámbito de aplicación personal 
de las personas jurídicas susceptibles de incurrir en la responsabilidad penal de la Ley 
Nº 20.393, incluyendo a las universidades del Estado, los partidos políticos y las 

personas jurídicas religiosas de Derecho Público. 
 

3. Por otra parte, se sustituye el artículo 3° estableciendo como presupuesto de la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas que ésta se originará cuando la 
perpetración del hecho se vea favorecida o facilitada por la falta de implementación 
efectiva de un modelo adecuado de prevención de delitos por parte de la persona 
jurídica. (Compliance o Planes de Cumplimiento Normativo). 
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Señala este nuevo artículo: 
 
“Artículo 3.- Presupuestos de la responsabilidad penal. Una persona jurídica será 
penalmente responsable por cualquiera de los delitos señalados en el artículo 1, 
perpetrado en el marco de su actividad por o con la intervención de alguna persona 
natural que ocupe un cargo, función o posición en ella, o le preste servicios 
gestionando asuntos suyos ante terceros, con o sin su representación, siempre que 
la perpetración del hecho se vea favorecida o facilitada por la falta de 
implementación efectiva de un modelo adecuado de prevención de tales delitos, por 
parte de la persona jurídica. 
   Si concurrieren los requisitos previstos en el inciso anterior, una persona jurídica 
también será responsable por el hecho perpetrado por o con la intervención de una 
persona natural relacionada en los términos previstos por dicho inciso con una 
persona jurídica distinta, siempre que ésta le preste servicios gestionando asuntos 
suyos ante terceros, con o sin su representación, o carezca de autonomía operativa 
a su respecto, cuando entre ellas existan relaciones de propiedad o participación. 
Lo dispuesto en este artículo no tendrá aplicación cuando el hecho punible se 
perpetre exclusivamente en contra de la propia persona jurídica." 

 
 
4. Asimismo, sustituye el artículo 4° de dicha normativa especial estableciendo 

expresamente que un modelo de prevención de delitos efectivamente 
implementado será eximente de responsabilidad penal. 

 
Indica este artículo:  
 

 “Artículo 4.- Modelo de prevención de delitos. Se entenderá que un modelo de 
prevención de delitos efectivamente implementado por la persona jurídica es 
adecuado para los efectos de eximirla de responsabilidad penal cuando, en la 
medida exigible a su objeto social, giro, tamaño, complejidad, recursos y a las 
actividades que desarrolle, considere seria y razonablemente los siguientes 
aspectos: 

 
         1.  Identificación de las actividades o procesos de la persona jurídica que 

impliquen riesgo de conducta delictiva. 
 
         2. Establecimiento de protocolos y procedimientos para prevenir y detectar 

conductas delictivas en el contexto de las actividades a que se refiere el número 
anterior, los que deben considerar necesariamente canales seguros de denuncia y 
sanciones internas para el caso de incumplimiento. 

 
     Estos protocolos y procedimientos, incluyendo las sanciones internas, deberán 

comunicarse a todos los trabajadores. La normativa interna deberá ser incorporada 
expresamente en los respectivos contratos de trabajo y de prestación de servicios 
de todos los trabajadores, empleados y prestadores de servicios de la persona 
jurídica, incluidos sus máximos ejecutivos. 

 
     3. Asignación de uno o más sujetos responsables de la aplicación de dichos 

protocolos, con la adecuada independencia, dotados de facultades efectivas de 
dirección y supervisión y acceso directo a la administración de la persona jurídica 
para informarla oportunamente de las medidas y planes implementados en el 
cumplimiento de su cometido, para rendir cuenta de su gestión y requerir la 
adopción de medidas necesarias para su cometido que pudieran ir más allá de su 
competencia. La persona jurídica deberá proveer al o a los responsables de los 
recursos y medios materiales e inmateriales necesarios para realizar 
adecuadamente sus labores, en consideración al tamaño y capacidad económica 
de la persona jurídica. 
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     4. Previsión de evaluaciones periódicas por terceros independientes y mecanismos 

de perfeccionamiento o actualización a partir de tales evaluaciones." 
 

5. Sumado a lo anterior, se sustituye, además, el artículo 5° estableciendo la 
autonomía de la responsabilidad penal de la persona jurídica de forma 
independiente, es decir, a pesar de que no se determine la responsabilidad penal 

de la persona natural. 
 

6. En cuanto a las circunstancias agravantes de la responsabilidad de las personas 
jurídicas, se sustituye el artículo 7°, por el siguiente: 

 
"Artículo 7.- Circunstancias agravantes. Constituyen circunstancias agravantes de 
la responsabilidad penal de la persona jurídica: 
 

1. La de haber sido condenada dentro de los diez años anteriores a la 
perpetración del hecho. 

 
    2. Las que afecten a la persona natural que hubiere perpetrado o intervenido en 
el hecho, cuando su perpetración o intervención bajo esas circunstancias también 
se hubiere visto favorecida o facilitada por la falta de implementación efectiva de 
un modelo adecuado de prevención de delitos.". 

 
7. Asimismo, en cuanto a las penas, se sustituye el artículo 8° por el siguiente: 

"Artículo 8.- Penas. Serán aplicables a la persona jurídica una o más de las 
siguientes penas: 
 
    1. La extinción de la persona jurídica. 
    2. La inhabilitación para contratar con el Estado. 
    3. La pérdida de beneficios fiscales y la prohibición de recibirlos. 
    4. La supervisión de la persona jurídica. 
    5. La multa. 
    6. El comiso a que se refiere el inciso tercero del artículo 14. 
    7. La publicación de un extracto de la sentencia condenatoria.". 
 

8. En relación a la pena de extinción de la Personalidad Jurídica, se sustituye el 
artículo 9° por el siguiente: 

 
"Artículo 9.- Extinción de la persona jurídica. Por la pena de extinción de la persona 
jurídica se dispone la pérdida definitiva de la personalidad jurídica. Para su 
imposición el tribunal tendrá especialmente en cuenta el peligro de reiteración 
delictiva que pueda representar el funcionamiento de la persona jurídica. 
Esta pena sólo se podrá imponer tratándose de crímenes, si concurre la 
circunstancia agravante establecida en el número 1 del artículo 7 o en caso de 
reiteración delictiva. 
 
La pena de extinción de la persona jurídica no se aplicará a las empresas públicas 
creadas por ley ni a las personas jurídicas que presten un servicio de utilidad 
pública cuya interrupción pueda causar graves consecuencias sociales y 
económicas o daños serios a la comunidad o sea perjudicial para el Estado." 
 

9. En lo referido a la inhabilitación para contratar con el Estado, se sustituye el artículo 
10 por el siguiente: 

 
"Artículo 10.- Inhabilitación para contratar con el Estado. El tribunal podrá imponer 
a la persona jurídica la inhabilitación para contratar con el Estado, conforme a las 
reglas del Párrafo 5 del Título II de la Ley de Delitos Económicos. 
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    La inhabilitación perpetua para contratar con el Estado sólo podrá ser impuesta 
respecto de crímenes, si concurre la circunstancia agravante prevista en el número 
1 del artículo 7 o en caso de reiteración delictiva.". 

  
10. En cuanto a la pérdida de beneficios fiscales y Prohibición de recibirlos, se sustituye 

el artículo 11, por el siguiente: 
 

"Artículo 11.- Pérdida de beneficios fiscales y prohibición de recibirlos. Por la pena 
de pérdida de beneficios fiscales se impone la pérdida de todos los subsidios, 
créditos fiscales u otros beneficios otorgados por el Estado sin prestación recíproca 
de bienes o servicios y, en especial, los subsidios para financiamiento de 
actividades específicas o programas especiales y gastos inherentes o asociados a 
la realización de éstos, sea que tales recursos se asignen a través de fondos 
concursables o en virtud  de leyes permanentes o subsidios, subvenciones en 
áreas especiales o contraprestaciones establecidas en estatutos especiales y otras 
de similar naturaleza, así como la prohibición de recibir tales beneficios por un 
período de uno a cinco años. 
 
    Si la persona jurídica no recibe tales beneficios fiscales al tiempo de la condena, 
se le impondrá la prohibición de recibirlos, por el mismo período." 

 
11. En lo tocante a la supervisión de la persona jurídica, se introduce el siguiente 

artículo 11 bis: 
 

  "Artículo 11 bis.- Supervisión de la persona jurídica. El tribunal podrá imponer a 
la persona jurídica la supervisión si, debido a la inexistencia o grave insuficiencia 
de un sistema efectivo de prevención de delitos, ello resulta necesario para 
prevenir la perpetración de nuevos delitos en su seno. 
 
    La supervisión de la persona jurídica consiste en su sujeción a un supervisor 
nombrado por el tribunal, encargado de asegurar que la persona jurídica elabore, 
implemente o mejore efectivamente un sistema adecuado de prevención de delitos 
y de controlar dicha elaboración, implementación o mejoramiento por un plazo 
mínimo de seis meses y máximo de dos años. 
 
    La persona jurídica estará obligada a poner a disposición del supervisor toda la 
información necesaria para su desempeño. 
 
    El supervisor tendrá facultades para impartir instrucciones obligatorias e imponer 
condiciones de funcionamiento exclusivamente en lo que concierna al sistema de 
prevención de delitos, sin que pueda inmiscuirse en otras dimensiones de la 
organización o actividad de la persona jurídica. Además, tendrá derecho a acceder 
a todas las instalaciones y locales pertenecientes a la persona jurídica. 
 
    Para los efectos de sus deberes y responsabilidad, se considerará que el 
supervisor tiene la calidad de empleado público. Su remuneración será fijada por 
el tribunal de acuerdo con criterios de mercado, será de cargo de la persona jurídica 
y sólo rendirá cuentas a éste de su cometido." 

 
12. En lo referente a la ejecución de la inhabilitación para contratar con el Estado, se 

introduce el siguiente artículo 17 bis: 
 

"Artículo 17 bis.- Ejecución de la inhabilitación para contratar con el Estado. La 
inhabilitación para contratar con el Estado regirá a contar de la fecha en que la 
resolución se encuentre ejecutoriada. El tribunal comunicará tal circunstancia a la 
Dirección de Compras y Contratación Pública. Dicha Dirección mantendrá un 
registro actualizado de las personas jurídicas a las que se les haya impuesto esta 
pena." 
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V. Vigencia y disposiciones finales de relevancia 

 
El artículo 60 de la ley en comento, en cuanto a su vigencia, establece que las disposiciones 
de la presente ley entrarán en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial, salvo las 
excepciones que señala, dentro de las cuales se mencionan las modificaciones que el 
artículo 50 de la presente ley introduce en la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas en los delitos que indica,  las cuales entrarán en vigor el 
primer día del decimotercer mes siguiente al de su publicación. 
  
VI. Dictamen E389711 de la Contraloría General de la República 

 
La Contraloría General de la República con fecha 6 de septiembre de 2023 ha emitido 

el Dictamen E389711, haciendo presente que, en la respectiva etapa de aclaraciones, se 
deberá precisar en el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la 
Administración que tampoco podrán contratar con la Administración aquellos que hayan sido 
condenados en virtud de la ley N° 21.595, de delitos económicos, conforme a la inhabilitación 
regulada en su artículo 33. 

 
 En consecuencia y atendido a lo expresado por el ente fiscalizador, es 
necesario incorporar en las bases de licitación, como nuevo requisito para contratar 
con el Estado, que el oferente no se encuentre condenado por un Delito Económico 
de acuerdo a la inhabilitación establecida en el artículo 33 de la ley comentada, N° 
21.595, de Delitos Económicos. 
 

 
VII. En síntesis, la aplicación de la ley en estudio implicará lo siguiente para la 

Universidad de Chile:  
 
 

1. Si un funcionario de esta Casa de Estudios, sea de planta, a contrata o a honorarios, 
es condenado por un delito económico, quedará inhabilitado para el ejercicio de una 
función o cargo público por la extensión que corresponde conforme a la ley. 

 
2. Todo condenado por un delito económico, sea una persona natural o jurídica, se 

encontrará inhabilitado para contratar con la Universidad por la extensión que 
corresponde conforme a la ley, así como también se producirá la extinción de pleno 
derecho de los efectos de los actos y contratos que ésta haya celebrado con el 
condenado y que se encuentren vigentes en el momento de la condena.  

 
3. Si se impusiere la inhabilitación para contratar con el Estado a una persona natural, 

por la extensión que corresponde conforme a la ley, ninguna sociedad, fundación o 
corporación en la que el condenado fuere directa o indirectamente socio, accionista, 
miembro o partícipe con poder de influir en la administración podrá contratar con la 
Universidad mientras el condenado mantenga su participación en ella. 

 
4. Para efectos de los N°s 2 y 3 anteriores, se deberá consultar a la Dirección de 

Compras y Contratación Pública, quien debe por mandato legal mantener un registro 
actualizado. 

 
5. Conforme al Dictamen E389711 de la Contraloría General de la República, es 

necesario incorporar en las bases de licitación como nuevo requisito para contratar 
con el Estado, que el oferente no se encuentre condenado por un Delito Económico, 
de acuerdo a la nueva inhabilitación establecida en el artículo 33 de la ley en estudio. 

 
6. En materia ambiental, se debe tener presente los riesgos jurídicos para la 

Universidad en cuanto a la ejecución o desarrollo de proyectos o actividades que 
puedan afectar el medio ambiente o que actualmente se encuentren siendo 



UNIVERSIDAD DE CHILE 

CONTRALORÍA 

 

regulados por algún instrumento de gestión ambiental. 
 

7. En atención a que, como ya se expresó en el Punto IV, esta ley amplía el ámbito de 
aplicación personal de las personas jurídicas susceptibles de incurrir en la 
responsabilidad penal de la ley Nº 20.393, incluyendo a las Universidades del 
Estado, la Universidad de Chile deberá tomar los resguardos a fin de no incurrir en 
las conductas descritas en dicha ley especial. 

 
8. Por lo anterior, resulta indispensable robustecer las políticas de Compliance o 

Cumplimiento Normativo, especialmente, a fin de establecer un Modelo de 
Prevención de estos delitos mediante protocolos y procedimientos para prevenir y 
detectar conductas que puedan incurrir en actividades o procesos riesgosos, con las 
inherentes consecuencias punitivas para la persona jurídica responsable. 

 
9. Por último, la ley enfatiza que estos protocolos y procedimientos, incluyendo las 

sanciones internas, deberán comunicarse a todos los trabajadores. La normativa 
interna deberá ser incorporada expresamente en los respectivos contratos de 
trabajo y de prestación de servicios de todos los trabajadores, empleados y 
prestadores de servicios de la persona jurídica, incluidos sus máximos ejecutivos, 
exigencia que, en el caso de la Universidad de Chile, deberá ajustarse al régimen de 
personal aplicable (planta, contrata u honorarios).  

 

Para su conocimiento, la Ley N° 21.595 puede consultarse en el siguiente link: 
https://www.diariooficial.interior.gob.cl/publicaciones/2023/08/17/43629/01/2361948.pdf y 
el Dictamen E389711 de la CGR en el siguiente: 
https://www.contraloria.cl/pdfbuscador/dictamenes/E389711N23/html 

 
 
 

Saluda atentamente, 
 
 
 
 
 

 

      
 
 

MAGDALENA GANDOLFO G. 
CONTRALORA UNIVERSITARIA 
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10. Sr. Director de Administración y Finanzas Hospital Clínico 
11. Sra. Directora de Finanzas y Administración Patrimonial V.A.E.G.I. 
12. Srta. Directora Económica y Administrativa Central 
13. Sr. Director Liceo Experimental Manuel de Salas 
14. Sres. Oficina Central de Partes 
15. Sra. Directora de Gestión y Desarrollo de Personas 
16. Archivo 
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